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Grana Martínez, Jueza Ponente

SENTENCIA

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2024.

La apelante, MCG Therapy Group LLC, (apelante o MCG)

solicita que revoquemos la Sentencia Parcial en la que el Tribunal

de Primera Instancia desestimó la causa de acción basada en el

incumplimiento de la cláusula de no competencia.

La apelada, Arlene J. Maestre Rivera (apelada o Maestre

Rivera), presentó su oposición y pidió la desestimación del recurso.

Los hechos que anteceden a la controversia que nos ocupa

son los siguientes.

I

El 3 de abril de 2023, la apelante presentó una Demanda

contra la apelada por incumplimiento de contrato e interferencia

torticera y pidió una indemnización por daños y perjuicios. El 12 de

julio de 2023 presentó una Demanda Enmendada en la que hizo las

alegaciones siguientes. Página 176 del apéndice. El 14 de diciembre

1 Mediante Orden Administrativa TA-2023-212 de 6 de diciembre de 2023, se
designo al Hon. José I. Campos Pérez en sustituciOn de la Hon. Ivelisse Domínguez
Irizarry.
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de 2021, MCG & The Able Child firmó un contrato con el

Departamento de Educación para, entre otras cosas, proveer

servicios psicológicos a los estudiantes de educación especial,

durante el año escolar 2021-2022. La apelada ofreció sus servicios

como psicóloga a los estudiantes de educación especial, a través de

MCG & The Able Child, por poco más de diez años. El 26 de julio de

2022, la apelada firmó un contrato de servicios profesionales con

MCG & The Able Child que estuvo vigente hasta el 31 de julio de

2023. Los otorgantes incluyeron la cláusula de no competencia

transcrita a continuación:

SEGUNDA: NO COMPETENCIA

1. ESPECIALISTA tendrá que esperar un mínimo de
un año, a partir de la fecha de renuncia oficial a la
CORPORACIÓN, o de la notificación de determinación
de no renovación, para poder atender, a través de otra
corporación, de contrato directo con el Departamento
de Educación, Remedio Provisional o de cualquier forma
o medio que no sea a través de MCG and The Able Child
a los pacientes que atendía a través de la
CORPORACIÓN.

2. La fecha de renuncia oficial será la certificada por
la CORPORACIÓN al aceptar su carta de renuncia. Esto
quiere decir, que no se considerará como fecha de
renuncia oficial desde el día que abandonó sus
funciones o entregó la carta de renuncia, sino la fecha
de los 30 días a partir del recibo de dicha carta.

MCG invocó para su beneficio esa cláusula de no competencia

porque alegó que el 1 de octubre de 2022, MCG & The Able Child le

cedió todos sus contratos, incluyendo el suscrito con la apelada. La

apelante también hizo las alegaciones a continuación. MCG fue

creada el 19 de enero de 2021. Aunque MCG es una compañía

distinta a MCG & The Able Child, ofrece los mismos servicios. El 1

de octubre de 2022, MCG comenzó a proveer sus servicios a los

estudiantes de educación especial del Departamento de Educación.

El 19 de julio de 2022, la apelante se reunió con la apelada para

negociar algunos términos de su contrato y acordaron que la señora

Maestre recibiría una tarifa mayor que los demás psicólogos a
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cambio de la exclusividad de sus servicios y de no llevarse la

matrícula. No obstante, el 2 de septiembre de 2022, la apelada violó

los acuerdos y suscribió un contrato con el Departamento de

Educación (DE) para brindar los mismos servicios que ofrecía a

través de MCG. El 14 de diciembre de 2022, la apelada formó la

Corporación AM Therapeutic Service. Sin embargo, continuó

trabajando para la apelante hasta marzo de 2023. El 6 de febrero de

2023, la presidenta de la apelante acordó con la apelada por teléfono

que terminaría el semestre escolar y que no atendería los

estudiantes de forma privada. La apelada incumplió el acuerdo,

porque comenzó a atender y solicitar el traslado de casos

pertenecientes a la apelante. El 3 de marzo de 2023, la apelada

renunció sorpresivamente a MCG a través de un correo electrónico

en el que admitió que continuó trabajando para la apelante, sujeta

a sus términos y condiciones. El 6 de marzo de 2023, MCG se enteró

de la competencia desleal de la apelada porque el DE le ordenó

desvincular a unos estudiantes, para trasladarlos a la señora

Maestre Rivera.

La apelada solicitó la desestimación de la causa de acción

basada en el incumplimiento de la cláusula de no competencia. La

señora Maestre Rivera adujo que las alegaciones de la demanda no

justifican la concesión de un remedio, por esa causa de acción.

Según la apelada, la apelante no tiene legitimación activa para

invocar la protección de una cláusula de no competencia suscrita

en un contrato pactado con otra compañía y en el que no fue parte.

La apelada alegó que el contrato que invoca la apelante fue suscrito

por ella con MCG & The Able Child y que esa corporación no es parte

en el pleito, a pesar de que es parte indispensable. La señora

Maestre Rivera adujo que nunca suscribió un contrato escrito con

la apelante que incluyera una cláusula de no competencia. Además,

argumentó que no ratificó por escrito con la apelante el acuerdo de
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no competencia. Según la apelada, la validez de la cláusula de no

competencia no puede refrendarse verbalmente, porque está atada

a que forme parte de un contrato escrito. La apelada sostuvo que

únicamente suscribió un contrato escrito con MCG & The Able Child

y que esa compañía ya no le ofrece servicios al Departamento de

Educación. La señora Maestre Rivera argumentó que la cláusula de

no competencia, además, es nula porque el patrono no ofreció una

contraprestación a cambio de la firma del acuerdo. Finalmente,

señaló que la apelante admitió en la demanda que:

(1) MCG Therapy Group es una corporación distinta a
MCG & The Able Child.

(2) No existe un contrato firmado entre las partes.

(3) Su reclamo está basado una supuesta promesa
verbal.

La apelante se opuso a la desestimación, debido a que alegó

en la demanda que: (1) MCG & The Able Child no es parte

indispensable porque le cedió a MCG todos sus contratos y clientes,

(2) MCG tiene legitimación activa porque la apelada le ocasionó los

daños específicos que alegó en la demanda, (3) el contrato entre la

apelante y la apelada es el mismo que existió entre la señora Maestre

Rivera y MCG & The Able Child, (4) MCG & The Able Child cedió a

la apelante todos los contratos suscritos con sus contratistas

independientes y todas sus cláusulas y condiciones se mantienen

su vigor (5) la cláusula de no competencia otorgada entre MCG &

The Able Child y la apelada consta por escrito y cumple con todos

los requisitos para su validez y forma parte del contrato de cesión a

favor de la apelante, (6) la apelada está obligada a cumplir con la

cláusula de no competencia, en virtud del contrato de cesión

otorgado entre MCG y MCG & The Able, (7) la apelada acordó con

MCG que no desvincularía casos pertenecientes a esa corporación

para su beneficio personal, (8) la apelada acordó no competir con

MCG a través del contrato escrito y sus cláusulas restrictivas, (9) la
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apelada concretó varios acuerdos verbales en los que se obligó a

trabajar exclusivamente para MCG y a no llevarse su matrícula y

recibió una tarifa mayor que los demás psicólogos, (10) expuso en

forma clara y específica que la apelada le causó daños reales,

precisos y continuos, porque se llevó sus clientes para su beneficio

personal, incumplió con los acuerdos e incurrió en interferencia

torticera, (11) la apelada admitió en su carta de renuncia que aceptó

y acató todas las condiciones impuestas por MCG, (12) la

contraprestación de la cláusula de no competencia consistió en el

otorgamiento de un contrato de servicios profesionales con todos sus

términos y condiciones y (13) la cláusula de no competencia impedía

a la apelada atender los pacientes de la apelante por un año a partir

de la fecha de su renuncia. Véase, pág. 63 del apéndice.

El TPI atendió la moción de desestimación en una vista

argumentativa, en la que las partes estuvieron de acuerdo en que:

(1) La apelada es una contratista independiente

(2) MCG y la apelada nunca suscribieron un contrato
escrito.

(3) La apelada prestó servicios profesionales a MCG.

El foro de instancia dio por hecho que entre la apelante y la

apelada no existe un contrato escrito con una cláusula de no

competencia. El TPI concluyó que el contrato de cesión entre MCG

y MCG & The Able Child no transfirió a la apelante el derecho a

reclamar a la apelada el cumplimiento de la cláusula de no

competencia. El foro apelado concluyó de esa forma porque nuestro

ordenamiento jurídico exige que los contratantes otorguen la

cláusula de no competencia por escrito. El 10 de agosto de 2023

dictO la Sentencia Parcial apelada, en la que desestimó con perjuicio

la causa de acción basada en la cláusula de no competencia. El

pleito continuO respecto a las demás causas de acción.
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La apelante pidió reconsideración oportunamente y la

apelante se opuso. El TPI denegó la consideración.

MCG presentó este recurso en el que alega que:

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al
desestimar la causa de acción de incumplimiento de las
cláusulas de no competencia incluida en la demanda
bajo el fundamento de que estas no constan en un
documento firmado por las partes. Ello, a pesar de que
la demanda contiene alegaciones factibles suficientes
que acreditan que dichas cláusulas están plasmadas en
un contrato escrito y suscrito por la Sra. Arlene Maestre
Rivera que fue cedido a MCG Therapy Group, LLC y que
es válido y exigible contra esta en su forma material,
según lo dispuesto en el Código Civil de Puerto Rico y
su jurisprudencia interpretativa sobre la cesión de los
contratos.

II.

A.

La Moción de Desestimación

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, permite

que el demandado solicite la desestimación de la demanda, antes de

presentar una contestación. Las razones para solicitar la

desestimación son las siguientes: (1) falta de jurisdicción sobre la

materia, (2) falta de jurisdicción sobre la persona, (3) insuficiencia

del emplazamiento, (4) insuficiencia del diligenciamiento del

emplazamiento, (5) dejar de exponer una reclamación que justifique

la concesión de un remedio y (6) dejar de acumular una parte

indispensable. Costas Elena y. Magic Sport, 2024 TSPR 13, 213 DPR

(2024); González Méndez y. Acción Soc., 196 DPR 213, 234

(2016).

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ratificó tan reciente como

en Costas Elena y. Magic Sport, supra, las normas que rigen la

desestimación de una demanda basada en el inciso 5 de la Regla

10.2, supra. Estas normas son las siguientes:

(1) La desestimación procede cuando de las alegaciones
de la demanda, surge que alguna de las defensas
afirmativas derrotara la pretensión del demandante.
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(2) Al evaluar una moción de desestimación al amparo
de la Regla 10.2 (5), supra, el tribunal tiene que
tomar como ciertos todos los hechos bien alegados
en la demanda, aseverados de manera clara y
concluyente y que de su faz no dan margen a dudas.

(3) Los tribunales que atienden una moción basada en
la Regla 10.5, supra, tienen que evaluar las
alegaciones de la demanda conjuntamente, y de la
forma más favorable para el demandante.

(4) Toda duda debe resolverse a favor del demandante.

(5) El demandado tiene que establecer con toda certeza
que el demandante no tiene derecho a remedio
alguno, bajo cualquiera estado de Derecho que se
pudiera probar en apoyo a su reclamación. Véase,
además, Eagle Security y. Efron Dorado et al, 211
DPR 70, 84 (2023).

La privación de un litigante de su día en corte solo procede en

casos extremos. La desestimación al amparo de la Regla 10.2(5),

supra, prosperará si luego dé realizar el análisis requerido, el

tribunal entiende que no se cumple con el estándar de plausibilidad.

Los tribunales no pueden dar paso a una demanda insuficiente bajo

el pretexto de que las alegaciones conclusorias podrán ser probadas

con el descubrimiento de prueba. Costas Elena u. Magic Sport, supra.

B.

Las cláusulas de no competencia

Las cláusulas de no competencia son incorporadas en los

contratos para evitar que una de las partes se involucre en un

negocio o actividad en la que represente una competencia para el

otro contratante. Estas cláusulas están incluidas particularmente

en los contratos de empleo, y de venta de negocios y franquicias. Los

acuerdos de no competencia son válidos conforme al principio de

libertad en la contratación, pero en el campo laboral, les aplica la

regla de razonabilidad utilizada por los tribunales estadounidenses

como mecanismo para evaluar la validez de una cláusula de no

competencia en una relación patrono-empleado. La licitud de las

cláusulas de no competencia depende de si son razonables. Martin's
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BBQ y. García De Gracia, 178 DPR 978, 990 (2010); Arthur Young &

Co. y. Vega III, 136 DPR 157, 167 (1994).

El Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que para que una

cláusula de no competencia sea razonable tiene que cumplir los

criterios siguientes. El patrono en primera instancia debe tener un

interés legítimo en el acuerdo de no competencia, debido a que su

negocio se vería afectado sustancialmente si esa protección no

existe. Los tribunales tienen que evaluar si la posición que ocupa el

empleado lo convierte en una competencia futura efectiva para el

patrono. Es decir, la magnitud del interés del patrono está

directamente relacionado y dependerá de que el empleado, por la

posición que asume en la empresa, esté facultado para competir de

forma efectiva con su patrono en un futuro. Martin's BBQ y. García

De Gracia, supra; Arthur Young & Co. u. Vega III, supra, pág. 175.

El criterio segundo requiere que el alcance de la prohibición

corresponda al interés del patrono sobre el objeto, término y el lugar

de restricción o los clientes afectados. El objeto de la prohibición

tiene que limitarse a las actividades similares que realiza el patrono,

pero no es necesario que se ciña a las funciones específicas que

realiza el empleado. El término del acuerdo de no competencia no

debe exceder los doce meses. Cualquier tiempo adicional se

considera excesivo e innecesario para proteger adecuadamente al

patrono. La cláusula de no competencia deberá especificar los

límites geográficos o clientes afectados. El área geográfica afectada

por la restricción debe limitarse a la estrictamente necesaria para

evitar la competencia real entre el patrono y su empleado. La

prohibición de no competencia está limitada a los clientes que el

empleado atendió personalmente durante un tiempo razonable

antes de renunciar o en un período inmediatamente anterior a su

renuncia. Además, es necesario que les haya ofrecido sus servicios

personales, mientras todavía eran clientes del patrono. La
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evaluación de estos elementos se realiza de acuerdo con la

naturaleza de la industria involucrada y al posible interés público

relacionado. Martin's BBQ y. García De Gracia, supra, pág. 991;

Arthur Young & Co. y. Vega III, supra, pág. 176.

El criterio tercero obliga al patrono a ofrecer una

contraprestación al empleado a cambio de firmar el acuerdo de

no competencia. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha dado como

ejemplos el ofrecimiento de un ascenso, beneficios adicionales,

cambios sustanciales en las condiciones de empleo e incluso el

empleo deseado en la empresa. No obstante, la mera permanencia

en el empleo no se admitirá como causa del acuerdo de no

competencia. Martin's BBQ u. García De Gracia, supra; Arthur

Young & Co. u. Vega III, supra.

Por último, y como cuarto criterio, el contrato tiene que

cumplir con los elementos esenciales de la contratación para su

validez que son el consentimiento, objeto y causa. El Tribunal

Supremo de Puerto Rico ha sido muy estricto en asegurarse de que

el empleado firmó libre y voluntariamente el acuerdo de no

competencia y en que no hubo coacción o presión indebida por parte

del patrono. Finalmente es indispensable que la cláusula de no

competencia conste por escrito. Martin's BBQ y. García De Gracia,

supra, págs. 99 1-992; Arthur Young & Co. u. Vega III, supra.

Los pactos de no competencia que incumplen con los criterios

señalados por el Tribunal Supremo de Puerto Rico son nulos. La

voluntad de las partes no podrá ser modificada para ajustarla a las

normas razonables. La regla de razonabilidad que gobierna los

contratos de no competencia requiere que los tribunales realicen

una evaluación extensa y ponderada de todas las circunstancias

presentes en el caso específico. Los tribunales tienen que realizar un

estudio de los hechos particulares del negocio al que se le aplica la

restricción. El análisis judicial incluye: (1) una definición de los
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productos que compiten o podrían competir, (2) la composición y el

comportamiento del mercado, (3) la condición del negocio o mercado

antes y después de la restricción, (4) la naturaleza de la restricción,

y (5) el efecto real o probable de la restricción. Martin's BBQ y. García

De Gracia, supra, págs. 992-993; Arthur Young & Co. u. Vega III,

supra, pág. 177.

Las cláusulas de no competencia que incumplen con los

criterios señalados son contrarias a la buena fe contractual y

violentan el orden público, porque restringen excesiva e

injustificadamente la libertad de trabajo y de selección del público

en general. Todo pacto de no competencia que incumpla condiciones

establecidas es nulo. Arthur Young Co. u. Vega III, supra.

Contratista independiente

Los contratistas independientes son sus propios jefes, debido

a la naturaleza de sus funciones y la forma en que prestan sus

servicios. A diferencia de los empleados que rinden sus servicios a

un patrono a cambio de compensación. La legislación protectora del

derecho al trabajo solo aplica a los empleados. No obstante, a veces

es difícil distinguir si estamos ante un contratista independiente o

un empleado. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido

una serie de criterios que nos permiten determinar si la controversia

versa sobre un empleado o un contratista bonafide. Whittenburg y.

Col. Ntra. Sra. Del Carmen, 182 DPR 937, 952 (2011).

Los criterios establecidos por el Tribunal Supremo de Puerto

Rico son los siguientes:

(1) Naturaleza, extensión y grado de control que ejerce
el patrono sobre la persona en la ejecución de la
obra o trabajo

(2) Grado de juicio o iniciativa que despliega la
persona

(3) Forma de compensación
(4) Facultad de emplear y derecho a despedir obreros
(5) Oportunidad de incurrir en ganancias y en riesgo

de pérdidas
(6) La titularidad del equipo y de las instalaciones

físicas provistas por el principal
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(7) Retención de contribuciones
(8) Si como cuestión de realidad económica, la persona

que presta el servicio depende de la empresa para
la cual trabaja

(9) Permanencia de la relación del trabajo
(10) Si los servicios prestados son una parte integral del

negocio del principal o se pueden considerar como
un negocio separado o independiente por sí
mismos. Whittenburg y. Col. Ntra. Sra. Del Carmen,
supra, págs. 952-954.

Los tribunales tienen que analizar dichos criterios en conjunto

a las circunstancias particulares de cada caso, para determinar la

naturaleza de la relación y la aplicación de los beneficios de las leyes

laborales. El Tribunal Supremo de Puerto Rico se ha manifestado

consistentemente a favor de la existencia de una relación empleado

patrono. La protección de las leyes laborales solo es excluida cuando

la relación de principal contratista es evidente. Whittenburg y. Col.

Ntra. Sra. Del Carmen, supra, pág. 953.

III.

La controversia se reduce a determinar si el TPI desestimó

correctamente la causa de acción basada en el incumplimiento de la

cláusula de no competencia.

Las partes estipularon y el TPI dio por hecho que la apelada

es una contratista independiente. No encontramos ningán

fundamento legal que impida la inclusión de una cláusula de no

competencia en un contrato de servicios profesionales otorgado por

un contratista independiente. Por el contrario, entendemos que es

permisible, debido a que en nuestra jurisdicción impera el principio

de la libertad en la contratación. Las partes pueden pactar todo

aquello que no sea contrario a la ley, la moral y al orden público. No

obstante, nos corresponde determinar si la cláusula de no

competencia suscrita por MCG & The Able Child y la apelada cumple

con los requisitos establecidos por el Tribunal Supremo de Puerto

Rico y si fue transferida a la apelante mediante cesión.
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El foro primario no cometió el error señalado. Las alegaciones

de la demanda son insuficientes para establecer una causa de

acción por el incumplimiento de la cláusula de no competencia. Las

razones para esa conclusión son las siguientes:

El TPI atendió la moción de desestimación en una vista

argumentativa de la cual escuchamos la regrabación.

La apelante alega que adquirió el derecho a reclamar el

cumplimiento de la cláusula de no competencia, mediante el

acuerdo de cesión con MCG & The Able Child. La apelada sostiene

que la cláusula de no competencia no puede ser objeto de cesión y

que para que la apelante pueda invocarla tiene que haber sido un

acuerdo escrito entre MCG y la señora Maestre.

Las implicaciones que la cláusula de no competencia tiene

para quien se obliga a su cumplimiento, nos inclinan a pensar que

no es transferible mediante cesión. La parte que se obliga a cumplir

con una cláusula de no competencia, renuncia a ejercer una

actividad económica, profesión u oficio. Su derecho a la libertad de

trabajo queda restringido, porque está impedido de ofrecer sus

servicios a la competencia por el tiempo determinado. Estas

restricciones nos llevan a concluir que la cláusula de no

competencia solo podrá transferirse, silos otorgantes lo autorizaron

expresamente o incluyeron un acuerdo de cesión. La apelante no ha

alegado ni evidenciado que la apelada y MCG & The Able Child

autorizaron por escrito la cesión de la cláusula de no competencia y

que por consiguiente puede invocarla a su favor.

La apelante tampoco suscribió por escrito con la apelada una

cláusula de no competencia. MCG reconoce abiertamente que no

otorgó un contrato escrito con la apelada que incluya una cláusula

de no competencia. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha sido

enfático y muy riguroso al exigir que la cláusula de no competencia

conste por escrito, debido al efecto que esa restricción tiene para la
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parte que se pone en desventaja. El cumplimiento de esta formalidad

es un requisito indispensable porque así constan por escrito las

circunstancias y razones por las que los contratantes acordaron una

cláusula de no competencia. Además, sirve para determinar si se

cumplieron los requisitos para que dicha cláusula tenga validez

legal. La ausencia de un contrato escrito entre las partes impide al

apelante invocar la existencia de un acuerdo de no competencia

basado en conversaciones telefónicas con la apelada. La formalidad

de ser por escrito es un requisito esencial de los acuerdos de no

competencia.

Por último, la razonabilidad de la cláusula de no competencia

es cuestionable, debido a que es imposible pasar por alto su efecto

real o probable sobre el público afectado. La restricción afecta a los

estudiantes de educación especial de nuestras escuelas públicas,

una población vulnerable y cobijada por el interés público. La

cláusula de no competencia repercute directamente sobre el derecho

de estos estudiantes a recibir un tratamiento psicológico efectivo y

la libertad de sus padres a escoger el profesional que atenderá a sus

hijos. Tampoco tomó en consideración la magnitud de la

importancia de la relación que se establece entre el terapeuta y el

estudiante de educación especial para lograr los fines terapéuticos.

La apelante no tiene una causa de acción basada en el

incumplimiento de la cláusula de no competencia porque la pactada

entre MCG & The Able Child y la señora Maestre Rivera no fue

transferida mediante cesión y MCG tampoco la pacto por escrito con

la apelada.

Iv.

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la

sentencia apelada.
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Lo acordO y manda el Tribunal, y certifica la Secretaria del

Tribunal de Apelaciones.

El Juez Campos Pérez disiente con opinión escrita.

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís
Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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Disiento de la determinación a la que arriba la Sentencia

suscrita por la mayoría del panel por considerar que erró el Tribunal

de Primera Instancia al desestimar la causa de acción de

incumplimiento de las cláusulas de no competencia incluida en la

demanda bajo el fundamento de que éstas no constan en un

documento firmado por las partes.

En la causa presente, la parte apelante, MCG Therapy Group,

LLC (MCG), solicitó la revocación de la Sentencia Parcial emitida y

notificada el 10 de agosto de 2023, por el Tribunal de Primera

Instancia, Sala de Arecibo (TPI). En el aludido dictamen, el TPI

desestimO con perjuicio la causa de acción de MCG contra la parte

apelada, Arlene Maestre Rivera (señora Maestre Rivera), por el

alegado incumplimiento de una cláusula de no competencia. En

particular, el TPI descartó la cesión del contrato suscrito entre la

señora Maestre Rivera y la predecesora del apelante, MCG & The

Able Child (The Able Child). Por consiguiente, justipreciO que, ante

la ausencia de un contrato escrito entre las partes litigantes del

título, la cláusula de no competencia era inexistente.
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Veamos a continuación el tracto procesal relevante.

I.

La presente causa de acción se inició el 3 de abril de 2023,

ocasión en que MCG presentó una Demanda sobre incumplimiento

de contrato, interferencia torticera, daños y perjuicios contra la

señora Maestre Rivera.' El demandante alegó que, el 26 de julio de

2022, con vigencia hasta el 31 de julio de 2023, la demandada

suscribió un Contrato de Servicios Profesionales (Contrato)2 con The

Able Child para brindar servicios de sicología a estudiantes de

educación especial del Departamento de Educación (DE). En aquello

que nos atañe, mediante el referido acuerdo, la señora Maestre

Rivera se obligó con las siguientes cláusulas, a las que hemos

impartido énfasis:

PRIMERA: SERVICIOS

8. Los pacientes recibidos/atendidos por
ESPECIALISTA, ya sea de manera directa o indirecta,
durante la vigencia del contrato permanecerán con la
CORPORACIÓN en caso de disolución o no renovación
contrato. ESPECIALISTA tendrá que entregar los
expedientes, con sus documentaciones al día, en su
centro asignado. ESPECIALISTA no podrá hacer
gestiones para intentar trasladar los casos a otra
corporación, ni para atenderlos de manera privada,
ya sea en contrato directo con el Departamento de
Educación; a través de Remedio Provisional o de
ninguna otra forma posible que implique el coordinar,
promover y/o facilitar el traslado de los casos servidos
a través de nuestra Corporación. Tampoco aceptará
acercamientos de padres solicitándole que sirva al
estudiante a través de otra corporación o en su
carácter personal. En estos casos lo que procede es
que la CORPORACIÓN ubique los casos con otro
especialista perteneciente a MCG and The Able Child y,
en caso de que no se logren reubicar, se devolverán al
CSEE3 correspondiente para que éste sea quien asigne
los casos a la corporación que determinen. En caso de
que el especialista haga cualquier gestión dirigida o
relacionada a promover o facilitar el traslado de los
casos, así como aceptar el acercamiento de directores

1 Apéndice de la parte apelante, págs. 9-21.
2 Apéndice de la parte apelante, págs. 49-6 1.

Siglas de Centros de Servicios de Educación Especial.
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escolares, funcionarios del Departamento de Educación
o padres para que atienda a la matrícula servida a
través de la CORPORACIÓN según expuesto
previamente en esta cláusula, se aplicará una multa
de $2,000 por cada estudiante involucrado, aun
cuando estas gestiones hayan sido infructuosas para
ESPRCIALISTA. Estas limitaciones tienen una
vigencia de un año a partir de la fecha de
terminación de este contrato.

SEGUNDA: NO COMPETENCIA

1. ESPECIALISTA tendrá que esperar un mínimo de
un año, a partir de la fecha de la renuncia oficial a la
CORPORACIÓN, o de la notificación de la
determinación de no renovación, para poder atender
a través de otra corporación, de contrato directo con el
Departamento de Educación, Remedio Provisional o de
cualquier otra forma o medio que no sea a través de
MCG and The Able Child a los pacientes que atendía
a través de la CORPORACIÓN.

2. La fecha de renuncia oficial será la certificada por la
CORPORACIÓN al aceptar su carta de renuncia. Esto
quiere decir, que no se considerará como fecha de
renuncia oficial desde el día en que abandonó sus
funciones o entregó la carta de renuncia, sino la fecha
de los 30 días a partir del recibo de dicha carta.

3. En los casos en los que ESPECIALISTA incumpla con
la establecido en esta cláusula de No Competencia
tendrá que pagar una indemnización de
incumplimiento, por cada uno de los estudiantes
con los que ESPECIALISTA haya incumplido,
equivalente al total que la CORPORACIÓN hubiese
facturado al Departamento de Educación por los
servicios ofrecidos a cada uno de los estudiantes por
el periodo del año escolar completo y tomando en
consideración la modalidad, frecuencia y duración
establecida en el PET4 de cada uno.

4. Para cobrar el total de la indemnización, la
CORPORACIÓN utilizará los mecanismos que sean
necesarios, incluyendo, pero no limitándose a,
descontado del total de facturas pendientes a pagarse a
ESPECIALISTA.

5. En los casos en que la CORPORACIÓN tenga que
recurrir al uso de medios legales, entiéndase la
contratación de abogados, mediadores, peritos o
cualquier otro recurso necesario, para atender el

Siglas de Programa Educativo Individualizado.
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incumplimiento de la cláusula de No Competencia y/o

el inciso número ocho (8) de la Cláusula Primera de este

contrato, ESPECIALISTA tendrá que pagar los gastos en

los que haya incurrido la CORPORACIÓN.

En la séptima cláusula del Contrato, que versa sobre la

eventualidad, de la negligencia o el abandono, al igual que otras

cláusulas, se establecía una multa de $10.00 por cada terapia no

provista. No obstante, añade que también aplicarían las

disposiciones penales antes citadas de las cláusulas primera y

segunda. Finalmente, el Contrato excluía la relación de patrono y

empleado, disponía sobre la sujeción a las leyes de Puerto Rico e

incluía una cláusula de separabilidad.

MCG indicó que, el 1 de octubre de 2022, The Able Child le

cedió todos sus contratos en un proceso de transición entre ambos

entes jurídicos. Aseguró que los contratos de servicios profesionales

de ambas compañías tenían los mismos términos, cláusulas y

condiciones. Por lo cual, coligió que todos los empleados y

especialistas sujetos a la transición de The Able Child a MCG

Li estuvieron bajo los mismos términos, cláusulas y condiciones. Al

respecto, la señora Gretchen Gotay Cordero suscribió contratos,

tanto en representación de MCG, en la función de Presidenta, como

en The Able Child, bajo el rol de Directora Ejecutiva Auxiliar. El

demandante afirmó que, en un comunicado enviado el 27 de

septiembre de 2022, dirigido a los empleados y especialistas, se les

informó que el cambio de corporación no requeriría ninguna gestión

ulterior. Así, pues, a partir de la fecha de cesión, la señora Maestre

Rivera continuó prestando sus servicios profesionales a MCG. El

demandante apuntó, además, que la demandada conocía de la

transición desde el 19 dejulio de 2022, cuando las partes dialogaron

sobre el Contrato, con miras a la negociación de sus términos, para

que la señora Maestre Rivera permaneciera trabajando
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exclusivamente con la cesionaria. Nunca se plasmó por escrito un

acuerdo entre MCG y la señora Maestre Rivera.

Así las cosas, el demandante explicó que, el 6 de febrero de

2023, ambas partes concretaron vía telefónica que la demandada

trabajaría con MCG ese semestre escolar, esto es, desde enero a

junio de 2023. Además, que ésta no haría ninguna gestión para

trasladar los casos de MCG para atenderlos de forma privada, a

través de una entidad jurídica o mediante contrato directo con el

DE. No empecé lo anterior, el 3 de marzo de 2023, la señora Maestre

Rivera envió un correo electrónico a MCG en el que anunció su

renuncia.

En su reclamación, MCG alegó que la señora Maestre Rivera

violO la precitada cláusula de no competencia. Sostuvo que, en

violación a lo acordado, el 2 de septiembre de 2022, la demandada

firmó su propio contrato con el DE, para brindar los mismos

servicios profesionales que ofrecía el demandante. Es decir,

presuntamente la señora Maestre Rivera solicitó el traslado de casos

adscritos a MCG para trabajarlos en su capacidad individual o a

través del DE. Posteriormente, el 12 de julio de 2023, MCG instó

una Demanda Enmendada5 para incluir como parte demandada a

AM Therapeutic Service for Children, Inc., ente jurídico incorporado

por la señora Maestre Rivera el 14 de diciembre de 2022.6 Por

consiguiente, MCG solicitó el resarcimiento de la aducida pérdida

económica y la reducción de contratos, entre otros daños.

El 16 de mayo de 2023, la señora Maestre Rivera instO una

Moción en solicitud de desestimación al amparo de la Regla 10.2 de

Procedimiento Civil y acompañO su pedimento con el Contrato en

Apéndice de la parte apelante, págs. 176-19 1.
6 Luego de emitida la Sentencia Parcial que nos compete, el 15 de septiembre de
2023, la señora Maestre Rivera presentó Contestación a Demanda Enmendada.
En cuanto a AM Therapeutic Service for Children, Inc., cabe señalar que del
expediente surge que, al 1 de agosto de 2023, la Oficina del Contralor certificó que
no había contratos otorgados entre dicho ente jurídico y el Departamento de
Educación. Véase, Apéndice de la parte apelante, pág. 214.
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controversia.7 Alegó que MCG pretendía impartir validez a un

contrato pactado con otra compañía, bajo el supuesto de un

compromiso verbal. Enfatizó que no existía un acuerdo escrito con

MCG en el que se obligara con una cláusula de no competencia.

Apuntó que, de las propias alegaciones del demandante, se

desprendía que MCG suscribió dos contratos con los empleados y

especialistas, bajo las mismas cláusulas, términos y condiciones.

Por ende, rechazó la sustitución de The Able Child por MCG. Reiteró

la inexistencia de un contrato escrito con el demandante, sino con

The Able Child, quien ostenta una personalidad jurídica

independiente y separada, y alegó que éste era parte indispensable

en el pleito. Sostuvo que la ausencia de un documento escrito con

MCG, que ratificara la cláusula de no competencia, privaba al

demandante de una reclamación válida, por constituir un requisito

indispensable. Igualmente, cuestionó que del Contrato no se

desprendía cuál era la contraprestación a cambio del acuerdo de no

competencia, aun cuando la disposición contractual intervenía con

el derecho al trabajo de la demandada.

MCG presentó Oposición a Moción de Desestimación el 5 de

junio de 2023.8 Expuso que la Demanda planteaba alegaciones

plausibles acreedoras de un remedio por lo que rechazó la

desestimación de su causa de acción. Defendió la cesión de derechos

entre The Able Child y MCG, así como el acuerdo verbal asumido

por la demandada. Expresó que, si bien el derecho al trabajo es de

entronque constitucional, ello no implicaba la imposibilidad de

limitarlo, mediante una cláusula de no competencia. En cuanto a la

contraprestación, el demandante acotó que ésta consistía en el

otorgamiento del Contrato, con todos sus términos y condiciones.

Además, negó que The Able Child fuera parte indispensable en el

7 Apéndice de la parte apelante, págs. 29-48, anejo a las págs. 49-61.
8 Apéndice de la parte apelante, págs. 63-77.
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pleito, pues éste no tenía un interés real sobre la reclamación, ya

que había cedido todos sus contratos y clientes a MCG.

El 8 de agosto de 2023, el TPI celebró una vista argumentativa

para dilucidar las posturas de los litigantes.9 El día 10 siguiente,

notificó la Sentencia Parcial aquí impugnada. 10 En su

pronunciamiento, el TPI consignó que las partes coincidieron en los

siguientes hechos, a los que se imparte énfasis:

1. Entre MCG y la demandante, nunca hubo un
contrato escrito. La demandante argumenta que en la
[medida] que The Able Chi[l]d cedió todos sus
contratos a MCG, incluyendo [el] de la demandada,
las obligaciones contraídas por la demandada con The
Able Child son vinculantes hacia MCG también.

2. La relación de la demandada y la demandante fue
una de contratista independiente.

3. La demandada prestó servicios profesionales a
MCG.

El TPI expresó que no existía controversia que entre la

demandada y el demandante no hubo un contrato por escrito que

estableciera una cláusula de no competencia. La señora Maestre

Rivera únicamente suscribió una cláusula de no competencia con

The Able Child. No obstante, esta corporación dejó de brindar

servicios al DE y cedió sus contratos a MCG. AcotO:

"Independientemente la manera en que se cedieron los contratos de

The Able Child a MCG, el ordenamiento legal discutido requiere que

entre MCG y la demandada hubiese un acuerdo escrito y firmado

por ambas partes para [que] tuviera vigencia una cláusula de no

competencia". En consecuencia, no validO la postura de MCG de

impartir subsistencia a la cláusula de no competencia mediante una

cesión, aun cuando no mediara un contrato escrito entre los

litigantes. Concluyó que ello era contrario al ordenamiento legal. A

Apéndice de la parte apelante, págs. 433-434.
10 Apéndice de la parte apelante, págs. 1-6; 7.
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tales efectos, desestimó con perjuicio la causa de acción por virtud

de la cláusula de no competencia.

MCG solicitO la reconsideración del dictamen;'1 a cuya

petición se opuso la señora Maestre Rivera.12 El 27 de septiembre

de 2023, el TPI notificó su denegación a reconsiderar su decisión.'3

Aún inconforme, MCG acudió ante este foro intermedio mediante el

presente recurso de apelación y esbozó el siguiente señalamiento de

error:

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al
desestimar la causa de acción de incumplimiento de las
cláusulas de no competencia incluida en la demanda
bajo el fundamento de que éstas no constan en un
documento firmado por las partes. Ello, a pesar de que
la demanda contiene alegaciones factibles suficientes
que acreditan que dichas cláusulas están plasmadas en
un contrato escrito y suscrito por la Sra. Arlene Maestre
Rivera que fue cedido a MCG Therapy Group, LLC, y que
es válido y exigible contra ésta en su forma material,
según lo dispuesto en el Código Civil de Puerto Rico y
su jurisprudencia interpretativa sobre la cesión de los
contratos.

El 27 de noviembre de 2023, la apelante compareció con su

alegato.

II.

A.

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. y, permite

a un demandado solicitar al tribunal que desestime la demanda

antes de presentar su alegación responsiva cuando de las propias

alegaciones de la reclamación surge que alguna de las defensas

afirmativas prosperará. Sánchez y. Aut. de los Puertos, 153 DPR 559,

569 (2001), citado en Conde Cruz u. Resto Rodríguez et al, 205 DPR

1043, 1065 (2020). La petición debe basarse en uno o varios de los

siguientes fundamentos: falta de jurisdicción sobre la materia o la

11 Apéndice de la parte apelante, págs. 442-453.
12 Apéndice de la parte apelante, págs. 455-461.
13 Apéndice de la parte apelante, pág. 8.
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persona, insuficiencia del emplazamiento o en su diligenciamiento,

dejar de exponer una reclamación que justifique la concesión de un

remedio, o dejar de acumular una parte indispensable. Regla 10.2

de Proc. Civil, supra; Conde Cruz y. Resto Rodríguez et al, supra, pág.

1066.

Al evaluar una moción de desestimación cuando se alega que

la parte demandante dejó de exponer una reclamación que

justificara la concesión de un remedio, el tribunal debe tomar

"como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda,

que hayan sido aseverados de manera clara y concluyente, y que

de su faz no den margen a dudas". (nfasis nuestro). Colón y.

Lotería de Puerto Rico, 167 DPR 625, 649 (2006); Roldán Rosario u.

Lutrón, S.M., Inc., 151 DPR 883, 890 (2000). A su vez, el juzgador

debe considerar los hechos bien alegados de la forma más

favorable a la parte demandante. López García u. López García, 200

DPR 50, 69 (2018). Ante una petición desestimatoria, sólo procede

su concesión cuando surja de las alegaciones fácticas bien

expuestas que la parte demandante no es acreedora de un remedio.

Torres, Ton-es u. Ton-es et al., 179 DPR 481, 501 (2010). Por tanto,

una demanda no podrá ser desestimada, a menos que se desprenda

con toda certeza que el demandante no tiene derecho a la concesión

de un remedio, bajo cualquier estado de hechos que puedan ser

probados en apoyo de su reclamación. Rivera Sanfeliz y. Junta de

Directores, 193 DPR 38, 49 (2015); Pressure Vessels P.R. u. Empire

Gas P.R., 137 DPR 497, 505 (1994).

B.

En nuestra jurisdicción, los acuerdos de no competencia son

válidos con base en el principio de libertad de la contratación.

Martín's BBQ y. García de Gracia, 178 DPR 978, 989 (2010). En

Arthur Young & Co. y. Vega III, 136 DPR 157 (1994), el Tribunal

Supremo de Puerto Rico se expresó en torno a las cláusulas de no
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competencia en el campo laboral. El alto foro determinó que, en este

ámbito, las cláusulas de no competencia serían válidas siempre y

cuando cumplan con ciertos criterios. En primer lugar, debe existir

un interés legítimo del patrono, por lo que la cláusula de no

competencia lo protege de un perjuicio sustancial. El alcance de la

prohibición debe corresponder con el interés del patrono, en cuanto

a objeto, término y lugar de restricción o clientes afectados. Así,

pues, se debe limitar a las actividades realizadas por el patrono.

Asimismo, dicho interés debe estar relacionado con el puesto de

trabajo del empleado, quien podría, en efecto, competir con el

patrono. Por tanto, el contrato debe especificar los límites

geográficos necesarios para evitar una competencia real o los

clientes implicados, es decir, aquéllos que el empleado atendió,

inmediatamente antes de la renuncia o por un periodo razonable

previo a la dimisión y que todavía eran clientes del patrono. Además,

el acuerdo debe constar por escrito y no exceder doce meses. Al

evaluar estos elementos, el tribunal debe considerar la naturaleza

de la industria de que se trata y el posible interés público

relacionado.

Un elemento esencial en este tipo de pacto es la

contraprestación que el patrono está compelido a ofrecer a cambio

de la anuencia del empleado a no competir. En el citado caso

normativo, la máxima curia expresó que la contraprestación puede

consistir en la obtención de un ascenso, beneficios o condiciones de

empleo adicionales en el trabajo. Incluso, pautó que podría ser

suficiente que un candidato obtenga el empleo deseado en la

empresa. Ahora bien, opinó que no se admitirá como causa del

acuerdo de no competencia la mera permanencia en el empleo. En

fin, los pactos de no competencia, como todo contrato, deben contar

con los elementos esenciales para su validez: consentimiento, objeto

y causa. Al respecto, el Tribunal Supremo advirtió que sería estricto
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en su examen para asegurar que el empleado firmó el contrato de

no competencia de manera libre y voluntariamente, sin coacción ni

presión indebida. Arthur Young & Co. u. Vega III, supra, págs. 175-

176.

Es meritorio señalar que, bajo el contrato particular de

agencia,'4 el Código Civil dispone que los contratantes pueden

convenir cláusulas de no competencia hasta un máximo de un (1)

año cuando "(a) se prevé la exclusividad del agente en el área de

negocios del comitente; (b) aplican en un territorio o a grupos

determinados de personas; y (c) su aplicación resulta razonable

conforme a la totalidad de las circunstancias". (nfasis nuestro).

Art. 1438 del Cód. Civil, 31 LPRA sec. 10457.

De ordinario, los pactos de no competencia incluyen cláusulas

penales por el incumplimiento de las restricciones. El Código Civil

establece, en parte, que las cláusulas así convenidas pueden

consistir en el pago de una suma cierta o en cualquier otra pena.

Art. 1257 del Cód. Civil, 31 LPRA sec. 9832. Sin dejar de reconocer

su obligatoriedad, de ordinario, el tribunal tiene facultad para

sustituir o moderar las penas en casos de extrema desproporción

económica entre la sanción y la prestación. Id. Además de las

cláusulas penales, los contratantes pueden convenir otros acuerdos,

relacionados con el cálculo anticipado del daño causado por el

incumplimiento. En tal caso, el acreedor no está obligado a probar

el daño ni el deudor puede eximirse al acreditar que el daño no se

verificó o fue de menor cuantía. Ambos tipos de cláusulas, penales

y las que calculan anticipadamente el daño, pueden convenirse

conjuntamente, siempre que así conste de forma clara en el

contrato. Id.

14 Un contrato de agencia se refiere a aquél en que el agente se obliga a promover
continuadamente el negocio del comitente a cambio de una remuneración. Art.
1421 del COd. Civil, 31 LPRA sec. 10421.
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Ahora, es importante apuntar que, en Arthur Young & Co. y.

Vega III, supra, el Tribunal Supremo rechazó la posibilidad de

modificar la cláusula de no competencia para ajustarla a normas

razonables. Id., pág. 177. Ello así, al justipreciar que, "[em la medida

en que estos contratos incumplan con las condiciones anteriores, se

considerarán, además de contrarios a la buena fe contractual,

violadores del orden público por restringir de forma excesiva e

injustificada la libertad de trabajo del empleado y la libertad de

selección del público en general". Id. Como se sabe, el conjunto de

valores sociales que conforman el orden público "es acopio de

normas de moral y de ética pública que en ocasiones alcanzan su

exposición en ley, pero que aun sin esa expresa declaración

legislativa, constituyen principios rectores de sabio gobierno nacidos

de la civilización y fortalecidos por la cultura, la costumbre, por la

manera de ser, en fin, por el estilo de una sociedad". De Jesús

González y. A.C., 148 DPR 255, 264 (1999), que cita a Hernández y.

Méndez & Assoc. Dey. Corp., 105 DPR 149, 153-154 (1976). Por tal

razón, en vez de modificar la voluntad de las partes para ajustarla a

normas razonables, se declarará nulo todo pacto de no competir que

no cumpla con las condiciones mencionadas. Arthur Young & Co. u.

Vega III, supra, págs. 177.

Con posterioridad, en el caso Martin's BBQ u. García de

Gracia, 178 DPR 978 (2010), el Tribunal Supremo dirimió la validez

de una cláusula de no competencia en un contrato de franquicia.

En esencia, concluyó que, al no tratarse de una relación patrono-

empleado, sino entre empresarios, los intereses que afectan la

razonabilidad de este tipo de restricción son distintos. A esos

efectos, para decretar la validez de una cláusula de no competencia,

el Tribunal Supremo rehusó ajustarse íntegramente a los

parámetros rígidos establecidos en Arthur Young & Co. y. Vega III,

supra. Por ejemplo, en el referido caso, el alto foro validó el término
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de dos (2) años para la duración de la cláusula de no competencia;

aunque la anuló por exceder las restricciones geográficas necesarias

para proteger razonablemente los intereses legítimos del dueño de

la franquicia.

Hace casi una década, en una Opinión de conformidad del

Juez Asociado Hon. Kolthoff Caraballo en el caso Reyes Ramis u.

Serra Torres, 195 DPR 828 (2016),'5 resuelto por sentencia, se pautó

que, en un contrato de compraventa de acciones de una corporación

de servicios profesionales, la cláusula de no competencia tampoco

tenía que ajustarse a los rigores de los criterios establecidos en

Arthur Young & Co. u. Vega III, supra. Se acentuó la validez de las

cláusulas de no competencia que establecen términos de restricción

entre dos (2) a cinco (5) años, si son negociadas entre partes

igualmente situadas. Se reiteró también la importancia de la

razonabilidad de las restricciones en cuanto al tiempo, área

geográfica y actividades, las cuales deben ser necesarias para

proteger los intereses legítimos del adquirente de la participación o

negocio en venta.

En el caso aludido, al palio del principio de la autonomía de

la voluntad de las partes, el Tribunal Supremo refrendó la cláusula

de no competencia exigible contra la CPA Liza Serra Torres, por

parte de Reyes Ramis CPA Group, PSC. En particular, se validó el

pacto porque se extendía por un periodo de dieciséis (16) meses;

porque la restricción impuesta se limitó el alcance de la actividad

15 En este caso, la CPA Liza Serra Torres se convirtió en accionista de la firma
Reyes Ramis CPA Group, PSC. Dos (2) años más tarde, la Sra. Sena Torres vendió
su participación al ente jurídico y suscribió un documento intitulado Acuerdo
Privado de Renuncia Voluntaria, Redención y Compraventa de Acciones
Corporativas, el cual contenía una cláusula de no-competencia. El pacto prohibía
que la CPA Serra Torres prestara servicios a clientes de Reyes Ramis por un
periodo de dieciséis (16) meses, con excepción de los clientes que la contadora
llevó a la corporación. Reyes Ramis demandó a la CPA Serra Tones y alegó que
ésta estaba ofreciendo servicios a seis (6) clientes de la corporación. La CPA Serra
Tones adujo que el acuerdo de no competencia era nulo porque excedía el término
de un (1) año. El Tribunal de Primera Instancia y el Tribunal de Apelaciones le
dieron la razón. No obstante, el Tribunal Supremo revocó y validó la cláusula de
no competencia.
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prohibida a cierta clientela, en referencia a los clientes servidos por

la demandada, exceptuando aquéllos que la CPA Serra Torres trajo

a la firma. Con relación a la penalidad por incumplimiento, se exigió

a la demandada pagar una indemnización de tres veces la

facturación promedio de dichos clientes conforme con los servicios

prestados por la entidad durante los últimos tres años de servicios.

Se justificó la penalidad debido a que la CPA Serra Torres pactó una

contraprestación significativa.

C.

El Código Civil define la figura de la obligación como "el vínculo

9ti

jurídico de carácter patrimonial en virtud de la cual el deudor tiene

el deber de ejecutar una prestación que consiste en dar, hacer o no

hacer algo en provecho del acreedor, quien, a su vez, tiene un

derecho de crédjto para exigir el cumplimiento". (Énfasis nuestro).

Art. 1060 del COd. Civil, 31 LPRA sec. 8981. Asimismo, excepto que

se pacte cosa distinta, es un principio general que "[t]odos los

derechos adquiridos en virtud de una obligación son

transmisibles con sujeción a las leyes". (Énfasis nuestro). Art.

1065 del Cód. Civil, 31 LPRA sec. 8986; Consejo de Titulares u.

C.R.U.V., 132 DPR 707, 718 (1993). Es decir, en nuestro

ordenamiento jurídico, "[l]os derechos y las obligaciones que nacen

del negocio jurídico son transmisibles salvo que sean personalísimos

o inherentes a la persona; o cuando su transmisión esté prohibida

por la ley o por la voluntad de las partes". Art. 359 del Cód. Civil, 31

LPRA sec. 6361. Quiere decir que el principio general de

transmisibilidad no es absoluto y se reconocen tres excepciones, a

saber: la propia naturaleza personalísima del crédito, la prohibición

legal o un pacto de incedibilidad. Consejo de Titulares u. C.R. CV.,

supra, págs. 719-720. Ello así, porque "[n]adie puede transmitir un

derecho mejor o más perfecto que el que se tiene, salvo los casos

previstos expresamente por la ley". Art. 360 del Cód. Civil, 31 LPRA
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sec. 6362. Al respecto, el Tribunal Supremo ha sostenido que la

eficacia de la cesión de derechos no depende del

consentimiento del deudor y basta que la cesión le sea

notificada para que se active la misma. (nfasis nuestro). IBEC y.

Banco Comercial, 117 DPR 371, 377 (1986); Art. 1147 del Cód. Civil,

31 LPRA sec. 9224. Esto, debido a que el cambio de acreedor no

empeora la situación del deudor ni lo priva de las reclamaciones

que tenía frente al cedente. Consejo de Titulares y. C.R. U. V., supra,

pág. 718. Salvo se excluya de manera expresa, "[ha transmisión del

efecto principal del negocio jurídico comprende la del accesorio".

(]nfasis nuestro). Art. 361 del Cód. Civil, 31 LPRA sec. 6363. Claro

está, "[l]a cesión de un derecho o de una acción no surte efecto

contra tercero, sino desde que su fecha debe tenerse por cierta". Art.

1210 del Cód. Civil, 31 LPRA sec. 9571.

Además, en cuanto a la validez de la cesión de créditos,

nuestro alto foro ha pautado cuatro criterios para determinar si el

acuerdo de cesión es o no válido; éstos son: que el crédito sea

transmisible, que el crédito esté fundado en un título válido y eficaz,

que sea un crédito existente y que éste tenga su origen en una

obligación válida y eficaz. Consejo de Titulares u. C.R. U. V., supra,

pág. 723. Añadió la máxima curia:

En cuanto al primer criterio, los créditos siempre serán
transmisibles, tal y como ya mencionamos, excepto que
esté presente alguna de las tres razones de
incedibilidad: por haberse pactado, por prohibición
legal o por la naturaleza personalísima del crédito.

Con relación al segundo criterio, advertimos que el
término "título" tiene fundamentalmente dos
acepciones jurídicas. Según afirma Roca Sastre, en el
sentido substantivo o material es la causa o razón
jurídica de la adquisición, modificación o extinción de
un derecho; en el sentido formal o instrumental, el
título es la prueba gráfica o documental que constata o
autentica aquella causa o razón de adquisición.

La existencia del crédito, conforme al tercer criterio, es
imprescindible para su cesión. No puede cederse un
crédito que ya se haya extinguido. En el caso de los
créditos litigiosos, el ordenamiento permite su cesión
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aun cuando la existencia misma del crédito esté sujeta
a la confirmación por sentencia del tribunal, tal y como
explicaremos más adelante.

En cuanto al cuarto criterio, que la cesión del crédito
tenga su origen en una obligación válida y eficaz,
recordemos que toda obligación consiste en dar, hacer
o no hacer alguna cosa. [...]. . (Citas omitidas). Id., págs.
723-724.

De igual manera, con relación a los elementos esenciales de

la cesión de crédito, el Tribunal Supremo ha expresado que "son

aquéllos que la ley exige para todo negocio jurídico: que la

declaración (o declaraciones) de voluntad sea hecha por persona (o

personas) con capacidad y que exista la concurrencia de

consentimiento, objeto y causa". Consejo de Titulares y. C.R. U. V.,

supra, pág. 724.

En lo que atañe a este caso en particular sobre la validez y

eficacia de la obligación, se conoce que "[ija obligación de no hacer

impone al deudor el deber de abstenerse de realizar algo que, de

no existir la prohibición, podría hacer libremente". Art. 1081 del

Cód. Civil, 31 LPRA sec. 9016. El incumplimiento de una obligación

de no hacer confiere al acreedor el derecho "a requerir las medidas

cautelares apropiadas para impedir que el incumplimiento continúe,

exigir que se deshaga lo indebidamente hecho, si se puede deshacer,

y en ambos casos a exigir la indemnización de los daños y perjuicios

resultantes". Art. 1082 del Cód. Civil, 31 LPRA sec. 9017.

III.

Hoy nos corresponde como tribunal apelativo determinar si

erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar la causa de

acción de MCG por el presunto incumplimiento de la cláusula de no

competencia alegada en su reclamación, bajo el fundamento de que

el pacto no constaba en un documento suscrito por las partes

litigantes y la obligación de no hacer competencia era incedible.

En su análisis, la mayoría de este Panel concluye que el TPI

no cometió el error señalado por entender que no existe un contrato
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escrito entre MCG y la señora Maestre Rivera o, en su defecto, que

la parte apelada no consintió por escrito la cesión del contrato. Por

lo tanto, la controversia se circunscribe a determinar si el acuerdo

de no competencia suscrito entre el cedente The Able Child y la

obligada Maestre Rivera puede ser exigible por el cesionario MCG,

luego de una oportuna notificación de la cesión a la deudora. Por mi

convicción en la afirmativa de la cuestión planteada, disiento.

Como asunto de umbral, nos encontramos ante una petición

de desestimación al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil,

supra, cuyo tratamiento mandata que adoptemos como ciertos y de

la forma más favorable todos los hechos bien alegados por MCG en

su Demanda. A esos efectos, la señora Maestre Rivera, en calidad de

contratista independiente, se obligó contractualmente con The

Able Child al cumplimiento de una cláusula de no competencia. En

dicho documento, la apelada expresamente se obligó a no hacer

gestiones para intentar trasladar los casos de The Able Child a otra

corporación, ni para atenderlos de manera privada o mediante un

contrato directo con el DE, ni por ninguna otra forma posible que

implique la coordinación, la promoción o la facilitación del traslado

de los casos servidos a través de The Able Child. Además, la apelada

claramente se obligó a no aceptar acercamientos de padres con el

propósito de prestar servicios a los estudiantes, ni por conducto de

otra corporación ni en su carácter personal. Dicha obligación

establecía también que la señora Maestre Rivera se comprometió a

esperar un mínimo de un año, a partir de la fecha de su renuncia o

la culminación del contrato, para poder prestar servicios

específicamente a los pacientes que atendió a través de The Able

Child.

Vigente el acuerdo, The Able Child cedió todos sus

contratos a MCG, incluyendo el de la apelada. Cabe mencionar

que, aun cuando se trata de personas jurídicas independientes, la
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señora Gotay Cordero fungió como enlace clave entre ambas

empresas: en un principio, en la dirección de The Able Child; y luego,

como Presidenta de MCG.16 De esta forma, la apelada conoció de la

transición desde antes de su efectividad. Posteriormente, según reza

la Demanda, la señora Maestre Rivera fue notificada de la cesión,

sin ulterior gestión, el 27 de septiembre de 2022. A esa fecha, la

apelada ya había contratado con el DE; sin embargo, continuó

rindiendo servicios a favor del cesionario MCG bajo los mismos

términos pactados en el Contrato cedido.'7 Ahora, el apelante

alegó que, en violación a lo pactado, la apelada realizó gestiones para

trasladar los casos adscritos a MCG para atenderlos de manera

privada, por virtud del contrato suscrito con el DE el 2 de septiembre

de 2022. En consecuencia, la reclamación del cesionario MCG

consiste en hacer valer el acuerdo pactado de no competencia.

El Tribunal Supremo ha sido enfático en cuanto a que las

cláusulas de no competencia tienen que constar por escrito para

poder evaluar su validez legal. Este requisito indispensable responde

directamente a la necesidad de establecer la razonabilidad de los

límites y condiciones de las restricciones en la cláusula de no

competencia. Como podemos notar, en este caso, no albergamos

duda de que la cláusula de no competencia obra en un

documento escrito y consentido, el cual fue objeto de una

cesión debidamente notificada, por lo que el TPI estaba en

perfecta posición de evaluar su razonabilidad y, por ende, su

validez o invalidez legal.

No obstante, a pesar del reconocimiento legal de las cláusulas

de no competencia en el Artículo 1438 del Código Civil y la

jurisprudencia, la mayoría hoy impone como restricción adicional

16 Nótese también que el nombre completo del cedente es MCG & The Able Child.
17 Véanse, por ejemplo, las expresiones del Tribunal Supremo de Puerto Rico sobre
el consentimiento tácito en un contrato de empleo de adhesión en Aponte Valentín
et al. y. PhizerPharm, 208 DPR 263, 285-287 (2021).
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que las cláusulas de no competencia no pueden ser cedidas sin el

consentimiento escrito de la parte obligada. Es decir, contrario a la

norma general de la doctrina de obligaciones y contratos acerca de

la cesión de créditos y derechos, se introduce, por primera vez en

nuestra jurisdicción, el requisito de consentimiento escrito de la

parte obligada, para hacer efectiva la cesión de la acreencia de una

obligación de no competencia entre contratistas independientes, sin

que satisfaga ninguna de las excepciones reconocidas a la

transmisibilidad de los derechos adquiridos en virtud de una

obligación, a saber: la naturaleza personalísima del crédito, una

prohibición legal o la incedibilidad acordada.

Así, pues, opino que el curso tomado por el TPI y la mayoría

atenta directamente contra el curso ordinario del libre comercio en

nuestra jurisdicción, en el cual diariamente las corporaciones hacen

negocios jurídicos en los cuales son usuales y, a veces,

indispensables, las cláusulas de no competencia. Recuérdese que

una parte esencial en este tipo transacciones es la plusvalía

(goodwill) del negocio.

El Diccionario de la Real Academia de la Lengua define el

término plusvalía como el "[ijncremento del valor de un bien por

causas extrínsecas a él".18 O el "[a]crecentamiento del valor de una

cosa por causas extrínsecas a ella". I. Rivera García, Diccionario de

términos jurídicos, Publishing Corporation, 1985, pág. 207.

The excess of cost of an acquired firm or operating unit
over the current or fair market value of net assets of the
acquired unit. Informally used to indicate the value of
good customer relations, high employee morale, a well-

respected business name, etc. which are expected to

result in greater than normal earning power.

The ability of a business to generate income in excess of
normal rate on assets, due to superior managerial-

skills, market position, new product technology, etc.

18 Reflérase al enlace https: / / die. rae.es!plusvalía?m=form.
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The capacity to earn profits in excess of a normal rate

of return due to establishment of favorable community
reputation and consumer identification of the business
name. North Clackamas Community Hospital y. Haths,
C.A.Or., 664 F.2d 701, 706, citado en Black's Law

Dictionary, 6ta ed., West Publishing Co., 1990, págs.

694-695.

A business's reputation, patronage, and other
intangible assets that are considered when appraising
the business, esp. for purchase; the ability to earn
income in excess of the income that would be expected
from the business viewed as a mere collection of assets.

Because an established business's trademark or
servicemark is a symbol of goodwill, trademark
infringement is a form of theft of goodwill. By the same
token, when a trademark is assigned, the goodwill that
it carries is also assigned.

"[Goodwill] is only another name for reputation, credit,
honesty, fair name, reliability." Harry D. Nims, The Law
of Unfair Competition and Trade-Marks 36 (1929).

"Good will is to be distinguished from that element of
value referred to variously as going-concern value, going
value, or going business. Although some courts have
stated that the difference is merely technical and that it
is unimportant to attempt to separate these intangibles,
it is generally held that going-concern value is that
which inheres in a plant of an established business." 38
Am. Jur. 2d Good Will § 2, at 913 (1968), citado en
Black's Law Dictionary, l2va ed., 2024.

Es decir, la plusvalía es el principal activo intangible de una

empresa, generalmente compuesto por su reputación,

reconocimiento, posición en la industria, el nombre del negocio, su

marca, clientes, redes de contactos, las relaciones de negocios,

empleados satisfechos, habilidades gerenciales, propiedad

intelectual, patentes, etc. Aunque estos activos tienen un valor

considerable, son extremadamente iliquidos al momento de estimar

el valor del negocio.19 Por su importancia, la protección de estos

activos suele descansar en acuerdos de confidencialidad y cláusulas

19 Véase el enlace, https: / /thelawdictionary.org/goodwill y Black Law Dictionary
(Pocket Edition), West Group, 1996, pág. 279.
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de no competencia. Con el curso de acción que se toma hoy, en los

casos de cesión de créditos y derechos de índole comercial, se

pretende que los acreedores de cláusulas de no competencia

requieran el consentimiento escrito de sus contratistas

independientes, no empleados, para exigir la validez de estas

obligaciones cedidas. Ello así, aun cuando dichos contratistas se

obligaron a no competir en unos términos delimitados y por un

periodo específico, al palio de la libertad contractual que, con la

determinación de la mayoría, también resulta menguada.

Como se conoce, en nuestra jurisdicción, para que la cesión

de un crédito o derecho sea eficaz, se requiere que el acreedor

notifique al deudor. Art. 1147 del Cód. Civil, 31 LPRA sec. 9224,

equivalente al derogado Art. 1152 del Cód. Civil, 31 LPRA ant. sec.

3224, interpretado en IBEC y. Banco Comercial, 117 DPR 371, 377

7, (1986). La cesión ni siquiera tiene que constar en un documento

escrito. Al tenor de lo anterior, en el caso de autos, luego de ser

notificada de la cesión entre The Able Child y MCG el 27 de

septiembre de 2022, la señora Maestre Rivera continuO ofreciendo

sus servicios y recibiendo sus honorarios, según pactados en el

Contrato suscrito allá para el 26 de julio de 2022 y cuya culminación

se acordó al 31 de julio de 2023. Es decir, para todos los efectos, la

apelada conocía de la cesión del Contrato, cuyas cláusulas

principales y accesorias permanecieron incólumes, por lo que estimo

que no requerían una ratificación escrita. Claro está, en el caso que

se hubiera modificado la obligación de no hacer, entonces, sí era

indispensable el consentimiento escrito de la deudora. ]se no fue el

caso. De los propios actos y conducta de la señora Maestre Rivera

se desprende que conocía de la cesión del Contrato a la nueva

entidad y, aun así, continuó ofreciendo sus servicios bajo los

mismos términos y condiciones del Contrato. Por consiguiente,

pretender ahora ignorar los acuerdos bajo el pretexto de que no
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existe un acuerdo distinto entre los contendientes, a sabiendas de

que el Contrato fue cedido, no es más que un intento de burlar sus

obligaciones contractuales.

En consecuencia, toda vez que el Contrato de la apelada no

proscribe su cesión, no están presentes las exclusiones reconocidas

y la transacción le fue oportunamente notificada, concluyo que el

TPI incidió al adoptar la fatal determinación de desestimar la causa

de acción de MCG y' negarle su día en corte. En mi opinión, la

Sentencia Parcial impugnada debe ser revocada. El TPI debió evaluar

la validez de la cláusula de no competencia a la que se obligó la

señora Maestre Rivera, a la luz del Artículo 1438 del Código Civil,

supra, a saber: "(a) se prevé la exclusividad del agente en el área de

negocios del comitente; (b) aplican en un territorio o a grupos

determinados de personas; y (c) su aplicación resulta razonable

conforme a la totalidad de las circunstancias". 31 LPRA sec. 10457.

De colegir la validez de la cláusula de no competencia, entonces, el

TPI debió citar a las partes a una vista evidenciaria, con el fin de

examinar si, en efecto, la contratista independiente infringió o no las

obligaciones de no hacer, según pactadas con el propósito de

proteger la plusvalía o la clientela del apelante.

Por las razones expuestas, respetuosamente disiento del

curso de acción tomado por la mayoría.

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2024.

Jcapos Pérez
Juez de Apelaciones


